PROYECTO DE LEY No.         DE 2.010 SENADO
“Por medio de la cual se aumenta la pena mínima para el porte ilegal de armas de fuego y se dictan otras disposiciones”.
 
EL CONGRESO DE COLOMBIA
DECRETA:
ARTICULO 1. El artículo 365 del Código Penal quedara así:
 
“Articulo 365. FABRICACION, TRÁFICO Y PORTE DE ARMAS DE FUEGO O MUNICIONES. El que sin permiso de autoridad competente importe, trafique, fabrique, transporte, almacene, distribuya, venda, suministre, repare o porte armas de fuego de defensa personal y municiones, incurrirá en prisión de seis (6) a ocho (8) años.
 
La pena mínima anteriormente dispuesta se duplicará cuando la conducta se cometa en las siguientes circunstancias:
1. Utilizando medios motorizados.
2. Cuando el arma provenga de un delito.
3. Cuando se oponga resistencia en forma violenta a los requerimientos de las autoridades, y
4. Cuando se empleen máscaras o elementos similares que sirvan para ocultar la identidad o la dificulten.
 
ARTICULO 2. El artículo  366 del Código Penal quedara así:
 
“Articulo 366. FABRICACION, TRÁFICO Y PORTE DE ARMAS Y MUNICIONES DE USO PRIVATIVO DE LAS FUERZAS ARMADAS.  El que sin permiso de autoridad competente importe, trafique, fabrique, repare, almacene, conserve, adquiera, suministre o porte armas o municiones de uso privativo de las fuerzas armadas, o explosivos, incurrirá en prisión de seis (6) a quince (15) años.
 
La pena mínima anteriormente dispuesta se duplicará cuando concurran las circunstancias determinadas en el inciso 2o del artículo anterior”.
 
ARTICULO 3. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga las normas que le sean contrarias.
 
 
 
 
JUAN CARLOS VÉLEZ URIBE
Senador de la República
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
 
La conducta delictiva del porte ilegal de armas de fuego está prevista en el Código Penal Colombiano – Ley 599 de 2000 – en el Título XII, Delitos contra la Seguridad Pública, Capítulo II, De los delitos de peligro común o que pueden ocasionar grave perjuicio para la comunidad y otras infracciones-, y su pena privativa de la libertad está bajo la modalidad de prisión.
 
La ley 599 de 2000 Código Penal Colombiano establece en su articulo 365 el tipo penal de fabricación, trafico y porte ilegal de armas de fuego o municiones modificado recientemente por el articulo 38 de la Ley 1142 de 2007 con una pena de prisión que oscila entre cuatro (4) a ocho (8) años, vigente actualmente.
 
El texto que correspondía originalmente al articulo 201 del Decreto Ley 100 de 1980, que conserva similar sentido al penalizar el porte de armas de fuego de defensa personal y municiones, no ha sufrido mayor cambio en cuanto a la conducta, sin embargo el legislador ha venido aumentando las penas para este delito; en cuanto a la conducta de importar, traficar, fabricar, transportar, almacenar, distribuir, vender, suministrar, reparar o portar armas de fuego sin el respectivo permiso la Corte Constitucional declaro exequible la tipificación de esta conducta reprochable desde la Sentencia de Constitucionalidad C-038 del 9 de febrero de 1995, con ponencia del Honorable Magistrado Dr. Alejandro Martínez Caballero.
 
A partir del 1 de enero de 2005 con la entrada en vigencia de la Ley 890 de 2004, la pena para el delito de porte ilegal de armas o municiones de uso privativo de las fuerzas armadas fue aumentada de tres (3) años como mínimo y diez (10) como máximo; a 48 meses como mínimo de la pena es decir se aumento a cuatro (4) años como mínimo a imponer y 180 meses equivalentes a 15 años como el máximo de la pena. Posteriormente el articulo 55 de la Ley 1142 de 2007 nuevamente fueron aumentadas las penas de cinco (5) a quince (15) años de prisión, vigente actualmente.
 
Con la entrada en vigencia del articulo 38 de la Ley 1142 de junio 28 de 2007,  conocida como la Ley de convivencia o seguridad ciudadana,  el articulo 365 de la Ley 599 de 2000 (Código Penal) aumento la pena de prisión de cuatro (4) hasta ocho (8) años) para el porte ilegal de armas. No debemos olvidar que dicha pena originalmente la establecía el código penal o ley 599 de 2000 solo entre uno (1) a cuatro (4) años.
 
Por su parte, el artículo 14 de la Ley 890 de 2004, publicada en el Diario Oficial No. 45.602, de 7 de julio de 2004, establece que las penas previstas en los tipos penales contenidos en la Parte Especial del Código Penal se aumentarán en la tercera parte en el mínimo y en la mitad en el máximo. Pero en todo caso, la aplicación de esta regla general de incremento deberá respetar el tope máximo de la pena privativa de la libertad para los tipos penales de acuerdo con lo establecido en el artículo 2o. de esta ley. Es decir que la pena de prisión para los tipos penales podrá establecerla el Congreso en una duración máxima de hasta cincuenta (50) años, excepto en los casos de concurso.
 
CONVENIENCIA Y NECESIDAD DEL PROYECTO
 
La impunidad del porte ilegal de armas de fuego se ha convertido en el principal motor de la delincuencia organizada con el fin de perpetrar hurtos, atracos, lesiones personales o  culminar homicidios. El uso de las armas de fuego por parte de la delincuencia y de los ciudadanos se ha vuelto común ya que aprovechan la fragilidad de la sanción y la disminución de la punibilidad de la conducta cuando se allanan a los cargos.
 
Por tal razón el Gobierno Nacional desde el mes de octubre del año inmediatamente anterior prendió las alarmas y en el consejo comunal de gobierno celebrado en el sector de Belén Buenavista de Medellín en octubre del año pasado, por solo poner un ejemplo, recibió el clamor de la comunidad y de la Policía Nacional quienes manifestaron su preocupación por la facilidad con la que los delincuentes capturados con armas de fuego y sin permiso para portarlas, recobran fácilmente su libertad con solo allanarse a cargos.
 
La pena mínima para una persona que porte un arma de manera ilegal, por la Ley 1142, es de cuatro años. Entonces, hábilmente, los delincuentes hallaron la fórmula para no ser encarcelados: por allanarse a cargos logran una rebaja hasta del 50 por ciento, su pena queda en dos años, es decir conducta excarcelable.
 
Más allá de las cifras, el simple hecho de saber que una sola persona inocente muere víctima de hechos violentos y que cada vez son más frecuentes, es motivo suficiente para pensar en una política eficaz de desarme.
 
De acuerdo con el informe Forensis de Medicina Legal, en 2008 se reportaron en el país 15.250 homicidios, mas del 80% de los homicidios cometidos fueron con armas de fuego, de los cuales al menos 1.466 ocurrieron en Bogotá, 2.399 en Antioquia (1.066 en Medellín) y 3.144 Valle del Cauca (1.473 en Cali).
 
Según Medicina Legal, muchos de los homicidios que se cometen en el país se encasillan dentro del grupo de “impulsivos”, es decir, aquellos que “se cometen como resultado de relaciones interpersonales disfuncionales expuestas a factores de riesgo latentes, como riñas, en donde cuyo factor desencadenante es el alcohol, las drogas y la tenencia de armas”.
 
Frente a este panorama, organizaciones como Redepaz (Red Nacional de Iniciativas por la Paz y contra la Guerra), pide mayor control por parte de las autoridades frente a las armas en manos de la ilegalidad, pues en su concepto “no hay una acción integral del Estado para frenar este tipo de conductas”. 
 
Para Redepaz, las cifras son “aterradoras” y ese índice de homicidios no debería presentarse en Colombia, además manifiesta que “la violencia por armas de fuego sigue siendo uno de los principales problemas de desarrollo y constituye tal vez la más seria causa de violación a los derechos humanos hoy”.
 
Aunque en el país no hay certeza sobre el número exacto de armas que circulan, las autoridades calculan que aproximadamente hay un millón 200 mil en manos de personas naturales.
 
Entre tanto algunas ONG señalan que en el país podrían estar circulando entre 2,3 y 2,9 millones de armas, de las cuales sólo un millón serían legales o con permiso y registro ante las autoridades respectivas; es decir que por cada arma legal hay tres ilegales. 
 
Durante el 2009, la Policía Nacional logró incautar 29.864 armas de fuego ilegales y 17 mil 192 más con permiso, lo que registra un promedio de 137 armas diarias.
 
En referencia a los delitos contra la vida se señala que en el año 2008 se registraron 16.140 muertes, en el 2009 se reportaron 15.817 homicidios; estas cifras indican que la tasa por cien mil habitantes se estableció en 32.
 
La ciudad de Medellín presentó un incremento del 64 por ciento en los homicidios pasando de 871 en el año 2008 a 1.432 en el 2009; en igual sentido, en el año 2008 la ciudad de Cali presentó una estadística de 1.384 asesinatos frente a los 1.615 del 2009, datos que representan en este delito un incremento del 17 por ciento.
 
De acuerdo con los reportes, entre las modalidades utilizadas para realizar las muertes, sobresalen las 6.999 registradas por acciones del sicariato, las 5.299 producidas en riñas, las 768 en atracos, el ataque por grupos ilegales dejaron 213 homicidios, las bandas criminales produjeron 139 muertes.
 
Finalmente el 81 por ciento de los homicidios se ocasionaron con arma de fuego, pasando de 12.896 ocurridos en el 2008 a 12.808 sucedidos en el 2009, el arma blanca tuvo en la muertes una participación del 16 por ciento, cuyos registros pasaron de 2.634 casos en el año 2008 a 2.467 en el 2009, frente a las armas contundentes se registraron 304 en el 2008 y 230 en el 2009 con una participación en los homicidios del 1 por ciento, en relación a los homicidios ocurridos con explosivos, se presenta una disminución debido a que en 2008 se presentaron 153 casos y en el año 2009 fueron enumerados 136.
 
Es competencia del Congreso de la República aumentar el mínimo de la pena a imponer para este delito, un hecho típico y recurrente que hoy enmarca una de las grandes lagunas del ordenamiento penal colombiano y que es aprovechada por los delincuentes como medio para perpetrar toda clase de atentados contra la vida e integridad personal de los ciudadanos.  Esta deficiencia institucional del Estado debe ser subsanada lo antes posible y así unificar a nivel nacional, lo que hoy se encuentra desmembrado y supeditado a la voluntad de los jueces de garantías.
 
Es un hecho indudable que la adquisición y  el uso de armas de fuego por parte de la sociedad civil, se ha convertido en la causa principal del aumento de la violencia; sin duda la facilidad con la que se obtienen, estimula la agresión física como solución para dirimir controversias y tiende a agravar los conflictos y hacerlos más mortíferos.
 
El objeto del proyecto de Ley que presento es el de disminuir los índices de homicidio y el de acabar con la impunidad imperante frente al porte ilegal de armas de fuego. Es necesario generar alternativas que nos permitan hacia el futuro tener una cultura de tolerancia.  No podemos seguir hablando de un lado de cultura ciudadana y de paz, cuando se permite a los ciudadanos el porte de armas de fuego que obstaculiza cualquier posición de diálogo y permite a la vez el atropello de la vida y los derechos del ciudadano.
 
Por las razones que motivan el proyecto de Ley que presento a los Honorables Congresistas considero de vital importancia que se apruebe el aumento de la pena mínima a imponer por los delitos de FABRICACION, TRAFICO Y PORTE DE ARMAS DE FUEGO O MUNICIONES y FABRICACION, TRAFICO Y PORTE DE ARMAS Y MUNICIONES DE USO PRIVATIVO DE LAS FUERZAS ARMADAS previstos en los artículos 365 y 366 del Código Penal; el aumento de los mínimos de pena a imponer por el delito de porte ilegal de armas de fuego con el fin de preservar la vida, honra y bienes de los colombianos. Se hace inminente  establecer una política pública y de orden  nacional donde se prevenga a través de la pena la violencia a través de la tenencia de armas de fuego.
 
JUAN CARLOS VELEZ URIBE
Senador de la Republica 
